
 

  
 
 
 
 
 
 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 
 
 
 

OPINIÓN CONSULTIVA OC-24/17 
DE 24 DE NOVIEMBRE DE 2017 

SOLICITADA POR LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 

IDENTIDAD DE GÉNERO, E IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN A PAREJAS DEL 
MISMO SEXO 

 
OBLIGACIONES ESTATALES EN RELACIÓN CON EL CAMBIO DE NOMBRE, LA IDENTIDAD DE 
GÉNERO, Y LOS DERECHOS DERIVADOS DE UN VÍNCULO ENTRE PAREJAS DEL MISMO SEXO 

(INTERPRETACIÓN Y ALCANCE DE LOS ARTÍCULOS 1.1, 3, 7, 11.2, 13, 17, 18 Y 24, EN 
RELACIÓN CON EL ARTÍCULO 1 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 

HUMANOS)  
 
 
 
 

la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Corte Interamericana”, “la 
Corte” o “el Tribunal”), integrada por los siguientes Jueces: 
 

Roberto F. Caldas, Presidente; 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor Poisot, Vicepresidente; 
Eduardo Vio Grossi, Juez;  
Humberto Antonio Sierra Porto, Juez; 
Elizabeth Odio Benito, Jueza;  
Eugenio Raúl Zaffaroni, Juez, y  
L. Patricio Pazmiño Freire, Juez; 

 
presentes, además, 
 

Pablo Saavedra Alessandri, Secretario, y 
Emilia Segares Rodríguez, Secretaria Adjunta, 

 
 
de conformidad con el artículo 64.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en 
adelante “la Convención Americana” o “la Convención”) y con los artículos 70 a 75 del 
Reglamento de la Corte (en adelante “el Reglamento”), emite la siguiente Opinión Consultiva, 
que se estructura en el siguiente orden: 
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género, con los artículos 11.2, 18 y 24, en relación con el artículo 1 de la 
Convención”. 

c. [L]a protección que brindan los artículos 11.2 y 24 en relación con el artículo 1 de 
la CADH al reconocimiento de los derechos patrimoniales derivados de un vínculo 
entre personas del mismo sexo”. 

2. Costa Rica expuso las consideraciones que originaron la consulta y señaló que:  

“[e]l reconocimiento de los derechos humanos derivados de la orientación sexual e 
identidad de género se ha caracterizado como un proceso disímil en los diferentes Estados 
integrantes del Sistema Interamericano”. Señaló que “[e]s posible vislumbrar un amplio 
espectro de casos, desde países que han reconocido de manera plena derechos a las 
personas lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e intersex, hasta aquellos Estados 
miembros que, al día de hoy, mantienen vigentes leyes prohibitivas contra cualquier forma 
de vivencia y expresión contraria a la heteronormatividad o bien, han sido omisos en el 
reconocimiento de los derechos relativos a estas poblaciones”. 

Asimismo, “reconoc[ió] que la […] Corte IDH en los casos Atala Riffo y Niñas vs. Chile y 
Duque vs. Colombia, determin[ó] como una categoría de discriminación protegida por la 
Convención, las actuaciones que denigren a las personas en razón tanto de la identidad de 
género como, especialmente en esos casos, de la orientación sexual”.  

No obstante lo anterior, indicó que “le surgen dudas, con respecto al contenido de 
prohibición de la discriminación en razón de la orientación sexual e identidad de género o, 
en otras palabras, persisten retos para determinar si ciertas actuaciones se encuentran 
cubiertas por esta categoría de discriminación”. En este sentido, afirmó que “una 
interpretación de la Corte IDH respecto de los estándares señalados, sería un aporte 
fundamental para el Estado de Costa Rica y todos los países del Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos, toda vez que permitiría adaptar el ordenamiento interno a los 
estándares interamericanos, en garantía de las personas y sus derechos. Es decir, 
permitiría fortalecer y dirigir el actuar de los Estados hacia un cumplimiento pleno de las 
obligaciones en relación con estos Derechos Humanos”. 

Finalmente, “consider[ó] necesario que la […] Corte emita su opinión con respecto a la 
convencionalidad de la práctica consistente en exigir a las personas que desean cambiar su 
nombre por motivos de identidad de género, seguir el procedimiento de jurisdicción 
voluntaria previsto en el artículo 54 del Código Civil de la República de Costa Rica”. Al 
respecto, mencionó que “este proceso conlleva gastos para la persona solicitante e implica 
una espera demorada […], [por lo que] consulta si la aplicación de esa norma a los casos 
en mención es contraria a los derechos de las personas”.  

3. Con base en lo anterior, Costa Rica presentó a la Corte las siguientes preguntas 
específicas: 

1. “Tomando en cuenta que la identidad de género es una categoría protegida por los 
artículos 1 y 24 de la CADH, además de lo establecido en los numerales 11.2 y 18 de la 
Convención ¿contempla esa protección y la CADH que el Estado deba reconocer y facilitar 
el cambio de nombre de las personas, de acuerdo con la identidad de género de cada 
una?”; 

2. “En caso que la respuesta a la anterior consulta fuera afirmativa, ¿se podría considerar 
contrario a la CADH que la persona interesada en modificar su nombre de pila solamente 
pueda acudir a un proceso jurisdiccional sin que exista un procedimiento para ello en vía 
administrativa?”; 

3. “¿Podría entenderse que el artículo 54 del Código Civil de Costa Rica, debe ser 
interpretado, de acuerdo con la CADH, en el sentido de que las personas que deseen 
cambiar su nombre de pila a partir de su identidad de género no están obligadas a 
someterse al proceso jurisdiccional allí contemplado, sino que el Estado debe proveerles un 
trámite administrativo gratuito, rápido y accesible para ejercer ese derecho humano?”; 

4. “Tomando en cuenta que la no discriminación por motivos de orientación sexual es una 
categoría protegida por los artículos 1 y 24 de la CADH, además de lo establecido en el 
numeral 11.2 de la Convención ¿contempla esa protección y la CADH que el Estado 
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d. Observaciones escritas presentadas por organismos estatales: 1) Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal de México; 2) Defensoría de los Habitantes de la 
República de Costa Rica; 3) Defensoria Pública da União (DPU) de Brasil y otras 
Instituciones; 4) Defensoría General de la Nación Argentina; 5) Defensoría Pública del 
Estado de Río de Janeiro; 6) Ministerio Público de la Defensa de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, y 7) Procuración General de la Nación Argentina; 

e. Observaciones escritas presentadas por asociaciones internacionales y nacionales, 
instituciones académicas, y organizaciones no gubernamentales: 1) ADF International; 
2) Amicus D.H., A.C.; 3) Asociación Civil 100% Diversidad y Derechos; 4) Asociación 
OTD Chile; 5) Asociación de Travestis, Transexuales y Transgéneros de Argentina y la 
Red de Personas Trans de Latinoamérica y Del Caribe; 6) Asociación Frente por los 
Derechos Igualitarios, Asociación Ciudadana ACCEDER, Asociación Movimiento 
Diversidad pro Derechos Humanos y Salud, Asociación Transvida y Asociación Centro de 
Investigación y Promoción para América Central (CIPAC); 7) Asociación para la 
Promoción y Protección de los Derechos Humanos “Xumek”; 8) Australian Human Rights 
Centre, UNSW Faculty of Law; 9) Avocats Sans Frontières Canada et la Clinique 
internationale de défense des droits humains de l'UQAM; 10) Center for Family and 
Human Rights (C-Fam); 11) Centro de Derechos Humanos de la Pontificia Universidad 
Católica del Ecuador; 12) Centro de Direito Internacional; 13) Centro de Estudios en 
Derechos Humanos (CEDH) y Carrera de Especialización en Protección de Derechos de 
Niños, Niñas y Adolescentes, pertenecientes a la Facultad de Derecho de la Universidad 
Nacional del Centro de la Provincia de Buenos Aires (UNICEN); 14) Centro de Promoción 
y Defensa de los Derechos Sexuales y Reproductivos – PROMSEX; 15) Centro 
Guadalupe Vida y Familia de Puerto Rico; 16) Círculo de Derecho Internacional de la 
Facultad de Derecho de la Universidad del Pacífico del Perú; 17) Centro por la Justicia y 
el Derecho Internacional (CEJIL), Asociación LGTB Arcoíris de Honduras, Asociación 
REDTRANS‐Nicaragua, Centro de Investigación y Promoción de Derechos Humanos, 
Centro de Investigación y Promoción para América Central de Derechos Humanos, 
Coalición contra la Impunidad, Comité de Familiares de Detenidos Desaparecidos en 
Honduras, Comunicando y Capacitando a Mujeres Trans, Fundación de Estudios para la 
Aplicación del Derecho, Mulabi / Espacio Latinoamericano de Sexualidades y Derechos, 
y la Unidad de Atención Sicológica, Sexológica y Educativa para el Crecimiento 
Personal, A.C.; 18) César Norberto Bissutti, Juliana Carbó, Gisela Vanesa Hill, Antonela 
Sabrina Rivero, Estefanía Watson y Leandro Anibal Ardoy, Integrantes de la Clínica 
Jurídica de Derechos Humanos de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la 
Universidad Nacional del Litoral de Santa Fe, Argentina; 19) Clínica Jurídica de 
Derechos Humanos y el Semillero de Derecho Internacional de la Pontificia Universidad 
Javeriana Cali; 20) Clinica de Direitos Humanos da Universidade Federal de Minas 
Gerais; 21) Clinica de Direitos Humanos do Programa de Pós-Graduação em Direito da 
Pontificia Universidade Católica do Paraná; 22) Clínica de Direitos Humanos e Direito 
Ambiental da Universidade do Estado do Amazonas (Clínica DHDA/UEA); 23) Clínica de 
Interés Público contra la Trata de Personas del Instituto Tecnológico Autónomo de 
México y el Grupo de Acción por los Derechos Humanos y la Justicia Social A.C.; 24) 
Clínica Jurídica de Interés Público "Grupo de Acciones Públicas" de la Facultad de 
Jurisprudencia de la Universidad del Rosario de Colombia; 25) Clínica Jurídica de la 
Universidad de San Andrés, Argentina; 26) Comisión Colombiana de Juristas; 27) 
Dejusticia; 28) Dieciséis organizaciones de derechos humanos que forman parte de la 
Coalición de Organizaciones LGBTTTI ante la OEA: Colombia Diversa; Akahatá; 
Asociación Alfil; Asociación Panambi; Centro de Promoción y Defensa de los Derechos 
Sexuales y Reproductivos (Promsex); Colectiva Mujer y Salud; Fundación Diversencia; 
Heartland Alliance – Global Initiatives for Human Rights (GIHR); Liga Brasilera de 
Lésbicas; Letra S, Sida, Cultura y Vida Cotidiana, A.C.; Otrans – Reinas de la Noche; 
Ovejas Negras; Red Mexicana de Mujeres Trans; Red Latinoamericana y del Caribe de 
Personas Trans (Redlactrans); Taller Comunicación Mujer; y UNIBAM; 29) Facultad de 
Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile; 30) Facultad de Derecho de la 
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8) Por la Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica: Montserrat 
Solano Carboni, Defensora de los Habitantes de la República de Costa Rica; 
Gloriana López Fuscaldo, Directora de Despacho; Catalina Delgado Agüero, y 
Angélica Solera Steller; 

9) Por The Impact Litigation Project of the Center for Human Rights & Humanitarian 
Law at American University Washington College of Law: Whitney Washington; 
Natalia Gómez, y Facundo Capurro; 

10) Por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Paulo Abrao, Secretario 
Ejecutivo; Silvia Serrano Guzmán, Asesora, y Selene Soto Rodríguez, Asesora; 

11) Por la Defensoría Pública del Estado de Río de Janeiro: Lívia Miranda Müller 
Drumond Casseres, Defensora Pública del Estado de Río de Janeiro, y Rodrigo 
Baptista Pacheco, 2° Subdefensor Público-General del Estado de Río de Janeiro; 

12) Por el Ministerio Público de la Defensa de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires: 
Lorena Lampolio, Defensora oficial, y Josefina Fernández; 

13) El señor Hermán M. Duarte Iraheta; 

14) Por ADF International: Jeff Shafer; Neydy Casillas; Natalia Callejas, y Michelle 
Riestras; 

15) Por Amicus D.H., A.C.: Luz Rebeca Lorea Hernández; Javier Meléndez López 
Velarde, y Juan Pablo Delgado Miranda; 

16) Por la Asociación Civil 100% Diversidad y Derechos: Greta Marisa Pena, 
Presidenta; Francisco Cotado y Hernán Arrue; 

17) Por la Asociación OTD Chile: la señora Constanza Valdés Contreras, asesora 
jurídica; 

18) Por la Asociación de Travestis, Transexuales y Transgéneros de Argentina y la Red 
de Personas Trans de Latinoamérica y Del Caribe: la señora Marcela Romero, 
Coordinadora Regional; 

19) Por la Asociación Frente por los Derechos Igualitarios (FDI), Asociación Ciudadana 
ACCEDER, y Asociación Transvida: las señoras Larissa Arroyo Navarrete; Dayana 
Hernández, Antonella Morales, y Michelle Jones; 

20) Por el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL), Asociación LGTB 
Arcoíris de Honduras, Asociación REDTRANS-Nicaragua, Centro de Investigación y 
Promoción de los Derechos Humanos, Centro de Investigación y Promoción para 
América Central de Derechos Humanos, Coalición contra la Impunidad, Comité de 
Familiares de Detenidos Desaparecidos en Honduras, Comunicando y Capacitando 
a Mujeres Trans, Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho, Mulabi / 
Espacio Latinoamericano de Sexualidades y Derechos, y la Unidad de Atención 
Sicológica, Sexológica y Educativa para el Crecimiento Personal, A.C.: Marcela 
Martino; Florencia Reggiardo; Esteban Mandrigal; Samantha Colli; Gisela De León; 
Marcia Aguiluz; Natasha Jiménez; Daría Suárez, y Karla Acuña; 

21) Por el Centro de Promoción y Defensa de los Derechos Sexuales y Reproductivos – 
PROMSEX: la señora Brenda Álvarez Álvarez; 

22) Por Colombia Diversa: las señoras Marcela Sánchez, Directora Ejecutiva, y Lilibeth 
Cortés; 

23) Por la Comisión Colombiana de Juristas: la señora Carolina Solano Gutiérrez; 

24) Por “Humanismo y Legalidad”, “Asociación Ixtlamatque Ukari A.C.” y “Asociación 
La Cana, Proyecto de Reinserción Social, A.C.”: Norma Celia Bautista Romero; 
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Marcela Duque Penagos; Daniela Ancira Ruiz; Raquel Adriana Aguirre García; 
Benjamín García Aguirre, y Marlene Rodríguez Atriano; 

25) Por el Movimiento Diversidad Pro Derechos Humanos y Salud de Costa Rica: los 
señores Marco Castillo Rojas, y Giovanni Delgado Castro; 

26) Por la Red Lésbica CATTRACHAS Honduras: las señoras Indyra Mendoza Aguilar, y 
Karina Trujillo; 

27) Las señoras María Gracia Naranjo y Karla Lasso, Estudiantes de la Clínica Jurídica 
de la Universidad San Francisco de Quito; 

28) Por la Clínica de Direitos Humanos e Direito Ambiental da Universidade do Estado 
do Amazonas (Clínica DHDA/UEA): las señoras Sílvia Maria da Silveira Loureiro; 
Hérika Luna Arce Lima, y Érika Guedes de Sousa Lima; 

29) Por la Facultad de Derecho Tijuana de la Universidad Autónoma de Baja 
California: las señoras Laura Alicia Camarillo Govea, y Elizabeth Nataly Rosas 
Rábago; 

30) Por la Facultad de Derecho de la Pontifica Universidad Católica de Chile: el señor 
Álvaro Paúl; 

31) Por la Clínica de Interés Público contra la Trata de Personas del Instituto 
Tecnológico Autónomo de México y del Grupo de Acción por los Derechos 
Humanos y la Justicia Social A.C.: Héctor Alberto Pérez, Coordinador General de la 
Clínica; Amalia Cruz Rojo, Coordinadora Jurídica de la Clínica; Ana Lilia Amezcua 
Ferrer; Tábata Ximena Salas Ramírez, y Edwin Alan Piñon González; 

32) Por la Facultad de Derecho de la Universidad Veracruzana: Geiser Manuel Caso 
Molinari; Iris del Carmen Cruz De Jesús; Sara Fernanda Parra Pérez; Teresa 
Nataly Solano Sánchez, y Sonia Itzel Castilla Torres; 

33) El señor Daniel Valverde Mesén; 

34) Los señores Hermilo de Jesús Lares Contreras, y Rodolfo Reyes Leyva; 

35) El señor José Benjamín González Mauricio; 

36) El señor Jorge Arturo Ulloa Cordero; 

37) El señor Michael Vinicio Sánchez Araya; 

38) La señora Paula Siverino Bavio; 

39) El señor Tomás Henríquez Carrera, en representación del Dr. Paul McHugh, y 

40) El señor Yashín Castrillo Fernández. 

10. Con posterioridad a la audiencia, se recibieron escritos complementarios de: 1) el 
Estado de Costa Rica; 2) The Impact Litigation Project of the Center for Human Rights & 
Humanitarian Law at American University Washington College of Law; 3) el Movimiento 
Diversidad pro Derechos Humanos y Salud de Costa Rica; 4) el señor Hermán M. Duarte 
Iraheta; 5) Monseñor Óscar Fernández Guillén, Presidente y representante de la Conferencia 
Episcopal Nacional de Costa Rica; 6) la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal de 
México; 7) la Defensoria Pública da União (DPU) de Brasil y otras Instituciones; 8) la señora 
Paula Siverino Bavio, y 9) la Asociación Frente por los Derechos Igualitarios (FDI), Asociación 
Ciudadana ACCEDER, y Asociación Transvida. 

11. Para la resolución de esta solicitud de opinión consultiva, la Corte examinó, tomó en 
cuenta y analizó los noventa y uno escritos así como cuarenta participaciones en audiencia 
para presentar observaciones, e intervenciones recibidas de parte de Estados, órganos de la 
OEA, organizaciones internacionales, organismos estatales, organizaciones no 
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Supremo de Elecciones y del Registro Civil, prevé en su artículo 65 la posibilidad de 
modificación en sede administrativa de los asientos registrales. En este caso y a partir de la 
aplicación del artículo 45 del Reglamento del Registro del Estado Civil, en la práctica 
administrativa se considera que la modificación registral de los asientos y en especial del 
nombre por la vía del ocurso, sólo procede en sede administrativa en el caso de errores 
ortográficos o en la grafía. En casos de modificación total de éste, las personas están obligadas 
a acudir a lo dispuesto en el artículo 54 del Código Civil”.  

166. Con respecto a lo anterior, la Defensoría agregó que “actualmente la aplicación del 
ocurso como recurso administrativo para la modificación de los asientos registrales, incluyendo 
el nombre y el sexo, no presenta limitaciones legales en el tanto las normas que lo regulan no 
diferencian en cuanto a los asientos del registro que pueden ser modificados a través de este 
procedimiento. No obstante, tal y como se ha constatado en reiteradas ocasiones, la negativa 
de su aplicación obedece a la interpretación de las normas por parte del Tribunal Supremo de 
Elecciones y la práctica administrativa que deriva de ella […]”. 

167. Sobre este punto, cabe señalar que no le corresponde a este Tribunal determinar la 
correcta aplicación o no de las normas nacionales a la luz de las disposiciones de derecho 
interno, ni tampoco indicar cuál es el órgano competente para conocer sobre determinada 
materia a la luz de la normatividad de Costa Rica. Con relación a esta pregunta, únicamente le 
corresponde a esta Corte interpretar los derechos contenidos en la Convención y determinar si 
las normas de derecho interno referidas –en este caso el artículo 54 del Código Civil– se 
ajustan a las disposiciones de la Convención Americana. 

168. En lo que se refiere al procedimiento de cambio de nombre al que remite el artículo 54 
del Código Civil, la Corte constata que: a) se refiere únicamente al cambio de nombre y no a 
otros elementos inherentes al derecho a la identidad como, por ejemplo, la inscripción del sexo 
o género en los registros y en los documentos de identidad; b) se refiere a un procedimiento 
de tipo judicial; c) abre la posibilidad para que se presenten oposiciones a la solicitud de 
cambio de nombre; d) es necesaria la intervención de un tercero (el Ministerio Público), y e) se 
exige la presentación de antecedentes de “buena conducta” y policíacos.  

169. En el apartado anterior, se verificó que un procedimiento que tiene por objetivo 
resolver una solicitud de adecuación de los registros y los documentos de identidad a la 
identidad de género del solicitante debe, entre otros requisitos a) estar enfocado a la 
adecuación integral de la identidad de género auto-percibida; b) la decisión que resuelve la 
solicitud debe estar basada únicamente en el consentimiento libre e informado del solicitante, 
sin que terceras personas puedan interferir arbitrariamente en su derecho personalísimo a la 
identidad de género; c) debe tender a la gratuidad, y llevarse a cabo con prontitud; d) no debe 
requerir la presentación de pruebas médicas o psicológicas, antecedentes de vida privada o 
penales, y e) debe ser de preferencia un procedimiento de tipo materialmente administrativo o 
notarial y no jurisdiccional.  

170. La Corte nota que los requisitos establecidos en los artículos 55 y 56 del Código Civil de 
Costa Rica no cumplen a cabalidad con los elementos mencionados, en la medida que 
introducen la posibilidad de que se planteen oposiciones de terceros y del Ministerio Público. Lo 
anterior implica, por tanto, que la eventual decisión del juez no sería únicamente de carácter 
declarativo. Además, el artículo 55 del Código Civil indica que el juez debe ordenar la 
publicación de un edicto en el Diario Oficial, lo cual implica que el procedimiento no sea de 
carácter reservado. Finalmente, el artículo 56 del Código Civil de Costa Rica requiere la 
presentación de un informe de buena conducta anterior y falta de antecedentes policíacos del 
solicitante, requisito que según se ha indicado (supra párr. 168) resulta incompatible con los 
procedimientos de adecuación de los datos de identidad a la identidad de género auto-
percibida.  

171. De conformidad con lo expresado, la Corte considera que la respuesta a la tercer 
pregunta planteada por el Estado de Costa Rica es la siguiente:  
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229. Por las razones expuestas, en interpretación de los artículos 1.1, 2, 11, 17, 18 y 29 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

 
LA CORTE, 
 
DECIDE 
 
por unanimidad, que: 
 
1. Es competente para emitir la presente opinión consultiva, en los términos establecidos en 
los párrafos 13 a 29. 
 
Y ES DE OPINIÓN 
 
por unanimidad, que: 
 
2.  El cambio de nombre y en general la adecuación de los registros públicos y de los 
documentos de identidad para que estos sean conformes a la identidad de género auto-
percibida constituye un derecho protegido por los artículos 3, 7.1, 11.2 y 18 de la Convención 
Americana, en relación con el 1.1 y 24 del mismo instrumento, por lo que los Estados están en 
la obligación de reconocer, regular, y establecer los procedimientos adecuados para tales fines, 
en los términos establecidos en los párrafos 85 a 116. 
 
por unanimidad, que: 
 
3. Los Estados deben garantizar que las personas interesadas en la rectificación de la 
anotación del género o en su caso a las menciones del sexo, en cambiar su nombre, adecuar 
su imagen en los registros y/o en los documentos de identidad de conformidad con su 
identidad de género auto-percibida, puedan acudir a un procedimiento o un trámite: a) 
enfocado a la adecuación integral de la identidad de género auto-percibida; b) basado 
únicamente en el consentimiento libre e informado del solicitante sin que se exijan requisitos 
como certificaciones médicas y/o psicológicas u otros que puedan resultar irrazonables o 
patologizantes; c) debe ser confidencial. Además, los cambios, correcciones o adecuaciones en 
los registros, y los documentos de identidad no deben reflejar los cambios de conformidad con 
la identidad de género; d) debe ser expedito y en la medida de lo posible debe tender a la 
gratuidad, y e) no debe requerir la acreditación de operaciones quirúrgicas y/o hormonales. El 
procedimiento que mejor se adecua a esos elementos es el procedimiento o trámite 
materialmente administrativo o notarial. Los Estados pueden proveer paralelamente una vía 
administrativa, que posibilite la elección de la persona, en los términos establecidos en los 
párrafos 117 a 161.  
 
por unanimidad, que: 
 
4. El artículo 54 del Código Civil de Costa Rica, en su redacción actual, sería conforme a las 
disposiciones de la Convención Americana, únicamente si el mismo es interpretado, bien sea 
en sede judicial o reglamentado administrativamente, en el sentido que el procedimiento que 
esa norma establece pueda garantizar que las personas que deseen cambiar sus datos de 
identidad para que sean conformes a su identidad de género auto-percibida, sea un trámite 
materialmente administrativo, que cumpla con los siguientes aspectos: a) debe estar enfocado 
a la adecuación integral de la identidad de género auto-percibida; b) debe estar basado 
únicamente en el consentimiento libre e informado del solicitante sin que se exijan requisitos 
como certificaciones médicas y/o psicológicas u otros que puedan resultar irrazonables o 
patologizantes; c) debe ser confidencial. Además los cambios, correcciones o adecuaciones en 
los registros, y los documentos de identidad no deben reflejar los cambios de conformidad con 
la identidad de género; d) debe ser expedito y en la medida de lo posible debe tender a la 
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gratuidad, y e) no debe exigir la acreditación de intervenciones quirúrgicas y/o tratamientos 
hormonales. En consecuencia, en virtud del control de convencionalidad, el artículo 54 del 
Código Civil debe ser interpretado de conformidad con los estándares previamente 
establecidos para que las personas que desean adecuar integralmente los registros y/o los 
documentos de identidad a su identidad de género auto-percibida puedan gozar efectivamente 
de ese derecho humano reconocido en los artículos 3, 7, 11.2, 13 y 18 de la Convención 
Americana en los términos establecidos en los párrafos 162 a 171.  
 
por unanimidad, que: 
 
5. El Estado de Costa Rica, con el propósito de garantizar de manera más efectiva la 
protección de los derechos humanos, podrá expedir un reglamento mediante el cual incorpore 
los estándares antes mencionados al procedimiento de naturaleza administrativa el cual puede 
proveer de forma paralela, de conformidad a lo señalado en los párrafos anteriores de la 
presente opinión en los términos establecidos en los párrafos 162 a 171.  
 
por unanimidad, que: 
 
6. La Convención Americana, en virtud del derecho a la protección de la vida privada y 
familiar (artículo 11.2), así como del derecho a la protección de la familia (artículo 17), 
protege el vínculo familiar que puede derivar de una relación de una pareja del mismo sexo en 
los términos establecidos en los párrafos 173 a 199. 
 
por unanimidad, que: 
 
7. El Estado debe reconocer y garantizar todos los derechos que se derivan de un vínculo 
familiar entre personas del mismo sexo de conformidad con lo establecido en los artículos 11.2 
y 17.1 de la Convención Americana, y en los términos establecidos en los párrafos 200 a 218. 
 
por seis votos a favor y uno en contra, que: 
 
8. De acuerdo a los artículos 1.1, 2, 11.2, 17 y 24 de la Convención es necesario que los 
Estados garanticen el acceso a todas las figuras ya existentes en los ordenamientos jurídicos 
internos, incluyendo el derecho al matrimonio, para asegurar la protección de todos los 
derechos de las familias conformadas por parejas del mismo sexo, sin discriminación con 
respecto a las que están constituidas por parejas heterosexuales, en los términos establecidos 
en los párrafos 200 a 228.  
 
El juez Humberto Antonio Sierra Porto hizo conocer a la Corte su voto individual concurrente, y 
el juez Eduardo Vio Grossi su voto individual parcialmente disidente, los cuales acompañan 
esta opinión consultiva. 
 
 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de 
Noviembre de 2017. Solicitada por la República de Costa Rica. 
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